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1. PROVIDENCIAS DE ÉSTA CORPORACIÓN
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1.1. M. P. FLÓREZ RODRIGUEZ MÁX ALEJANDRO  Rad. 110016000019201109390 (20-04-12) CAPTURA EN FLAGRANCIA - Rebaja de pena por allanamiento o preacuerdo – Diferentes interpretaciones que pueden darse al parágrafo  del artículo 57 de la ley 1453 de 2011 que reformó artículo 301 de la ley 906 de 2004 – Interpretación conforme al método histórico permitiría una interpretación extensiva: razones para no optar por esta interpretación - Inaplicación por inconstitucionalidad del artículo 57 de la ley 1453 de 2011: Violación del derecho a la igualdad frente al no sorprendido en flagrancia y frente al sorprendido en flagrancia que no es capturado.

“Sobre la aplicación de dicha cantidad de rebaja se han presentado varios criterios referidos a la fase en que opera la reducción, la favorabilidad y la condición personal de la flagrancia.

Algunos sostienen que ha de atenderse el principio de favorabilidad y dar aplicación al artículo 40 de la Ley 600 de 2000 para que al procesado que se allana a la imputación le sea otorgada la disminución de una tercera parte de la pena y no la cuarta parte del beneficio, según el parágrafo del artículo 301 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011.

A  pesar de que de acuerdo con el auto de 13 de abril 2011 de la Corte Suprema de Justicia (rad. 35946, M. P. María del Rosario González de Lemos) y la coexistencia de leyes, es posible aplicar por favorabilidad institutos procesales de la Ley 600 de 2000 a procesos regidos por la Ley 906 de 2004, siempre que no desnaturalicen el sistema acusatorio, y viceversa, la solución expresada en el párrafo precedente no puede ser acogida.  

Primero, porque genera desigualdad frente a los que han aceptado los cargos mediante acuerdo debido a que la sentencia anticipada del artículo 40 de la Ley 600 de 2000 concuerda con las aceptaciones unilaterales de cargos de la Ley 906 de 2004, por lo que aquéllos no  podrían ser beneficiados con el descuento de la tercera parte.

Segundo, aplicar el artículo 40 de la Ley 600 de 2000 es arrebatar o impedir el ejercicio de la función legislativa de trazar la política penal conforme las facultades otorgadas por la Carta, según la cláusula general de competencia a que ha hecho referencia la Corte Constitucional en las sentencias C-1116 de 2003 y C-100 de 2011, pues el legislador no podría disminuir la rebaja por acogerse a la terminación anticipada del proceso de la Ley 906 de 2004 para que quede en cantidad inferior a la tercera parte de la sanción cuando el procesado se allana a la imputación, es decir, que aquel artículo 40 no le permitiría modificar en tal sentido los artículos respectivos del Código de Procedimiento Penal de 2004.

Tercero, la propuesta en mención origina que el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011 está vigente, pero resulta inaplicable por lo que sería letra muerta, lo que va en contra del principio general del derecho de efecto útil en el entendido de que dicha interpretación, aparentemente sistemática, ocasiona que el precepto no produce efectos, por lo que debe preferirse la hermenéutica que no se los resta, o sea, descartar la supuesta favorabilidad.
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Otros sostienen que cuando el imputado, capturado en flagrancia, no se allana a los cargos, pero celebra acuerdo con la Fiscalía en la fase investigativa, se reconoce la rebaja de la tercera parte como si la aceptación la hubiere efectuado en el juicio. 

Dicen que el citado parágrafo solo opera en la investigación y, por economía procesal, no es necesario esperar a que el procesado acepte cargos en el juzgamiento, sino que puede hacerse en aquella fase  y la reducción es de hasta la tercera parte de la pena.

A lo anterior se añade que el parágrafo es diáfano en señalar: “La persona que incurra en las causales anteriores sólo tendrá ¼ del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004”, por lo que una interpretación literal y aislada lleva a la conclusión de que se quiso establecer esa limitante solo para los preacuerdos realizados en la etapa investigativa y aún relacionando la norma con el ordinal tercero del artículo 288, se puede extender su alcance para comprender el allanamiento a los cargos en la audiencia preliminar de imputación. Si ello es así, no hay razón para que el procesado sufra las consecuencias de los errores del legislador y ampliar los eventos que prevé, so pretexto de consultar su espíritu, a pesar del ser el texto claro.
Al respecto ya se pronunció la Corte Suprema de Justicia para rechazar este planteamiento con fundamento en lo siguiente:

Ahora, algunos consideran  que como no se modificaron otras normas que regulan rebajas posteriores a la imputación, como por ejemplo el 356-5 en audiencia preparatoria, esta reducción quedó incólume y por esa vía el imputado podría abstenerse de aceptar cargos en la audiencia inicial y en cambio sí admitirlos ya en el juzgamiento y de esa forma hacerse acreedor hasta de la 1/3 parte de rebaja. Esta es una tesis inaceptable porque de prohijarse se estaría atentando contra la propia filosofía del instituto jurídico, la cual se edifica en el presupuesto de que a mayor colaboración y mayor economía procesal más significativa ha de ser la respuesta premial  y carecería de toda lógica que a un procesado (cuya condición de flagrancia se extiende a lo largo de la actuación) se le concediera una reducción más alta frente a unos cargos ya estructurados en la acusación, cuando el Estado tuvo que agotar íntegramente la etapa de investigación, que a aquel que voluntaria y conscientemente desestimó la primera oportunidad para admitir responsabilidad en un momento en que apenas subyacía una imputación. Una tesis así, no sería más que una trampa al querer del legislador.

Con el nuevo mecanismo se varió en la ley el esquema de las rebajas o los parámetros para hacerlas efectivas frente a la captura en flagrancia, porque antes -frente a la aceptación de cargos-  entre más cercana o lejana a la imputación, la reducción era gradualmente mayor o menor, para cambiarlo ahora, ya no por la gradualidad o avance en la investigación o juzgamiento sino en virtud de una condición personal como la flagrancia. Lo que impera ahora es esa consideración personal y no ya una calificación cronológica procesal, que es lo que a la postre permite diferenciar las rebajas ordinarias (hasta la ½, hasta la 1/3, 1/6). Un panorama procesal como el establecido en la ley 1453/11, no hay duda, encuentra cabida en el poder de configuración legislativo. 

Así las cosas, los verdaderos sentido y alcance de la restricción de ¼ parte de la rebaja de pena en los casos de flagrancia conduce a concluir que tal guarismo es único y que tiene aplicabilidad con independencia de las etapas del proceso o en cualquiera de los momentos u oportunidades en que el imputado o acusado acepte los cargos, bien sea por allanamiento, o por preacuerdo con el Fiscal (sentencia de 5 de septiembre de 2011, rad. 36502, M. P. Alfredo Gómez Quintero).
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Con dicha transcripción ha quedado expuesta la teoría de la máxima Corporación de la Jurisdicción ordinaria a la que se le han formulado reparos, como los expresados en el salvamento de voto del magistrado Sigifredo Espinosa Pérez.

En el artículo 36 del anteproyecto que modificaba el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 se disponía otorgar al capturado en flagrancia un reducción de hasta la sexta parte, cuando es uno de los criterios para que el fiscal o el juez, discrecionalmente, no realizara una rebaja de la mitad en la etapa investigativa antes de la Ley 1453 de 2011, o de la tercera parte que se proponía por el Ministerio del Interior y de Justicia para el no aprehendido en flagrancia. En la fase del juicio la reducción también era de la tercera parte para quien no era capturado en flagrancia. 

En la Gaceta 737 de 5 de octubre de 2010 del Senado se dice en los artículos 39  y 40 del proyecto: 
El artículo 351 de la Ley 906 de 2004 quedará así:
Artículo 351 Modalidades. La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la tercera parte de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación.

Si existiere flagrancia la rebaja solamente podrá ser hasta de una sexta parte de la pena imponible.
También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la forma prevista en el inciso anterior.

En el evento de que la Fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación.

Los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales.

Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá a convocar la audiencia para dictar la sentencia correspondiente.

Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal e imputado o acusado, pueden aceptarse por la víctima. En caso de rehusarlos, esta podrá acudir a las vías judiciales pertinentes (subrayas fuera de texto).

Artículo 40. Preacuerdos Posteriores a la Presentación de la Acusación. El artículo 352 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 352.Preacuerdos posteriores a la presentación de la acusación. Presentada la acusación y hasta el momento en que sea interrogado el acusado al inicio del juicio oral sobre la aceptación de su responsabilidad, el fiscal y el acusado podrán realizar preacuerdos en los términos previstos en el artículo anterior.

Cuando los preacuerdos se realizaren en este ámbito procesal, la pena imponible se reducirá en una tercera parte (subrayas fuera de texto).
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Ello obedeció a que se “propuso un menor descuento en la pena a imponer cuando el imputado se allane a los cargos en la audiencia de formulación de imputación, (por lo que) debe proponerse también un menor descuento para la aceptación en fases posteriores”, según comentario de quien tuvo tal iniciativa.

Lo anterior significa que se confundieron la aceptación unilateral de cargos con la aceptación mediante acuerdo, cuando son dos formas diferentes de justicia premial y de terminación prematura del proceso.

En efecto, en el allanamiento a la imputación o la aceptación de cargos o la declaración de culpabilidad por propia iniciativa de la Ley 906 de 2004 no está referida a lapsos sino a momentos procesales. 

En la audiencia de formulación de la imputación, el juez de control de garantías verifica que el allanamiento sea libre, voluntario y espontáneo (art. 131) y la reducción punitiva es de hasta la mitad, de conformidad con los artículos 288-3 y 351.

En la audiencia preparatoria, el juez de conocimiento realiza la mencionada verificación de la aceptación de los cargos y la rebaja de la pena es de hasta la tercera parte, según el artículo 356-5.

Instalado el juicio oral, si el acusado se declara culpable, la constatación indicada en párrafos precedentes la efectúa el juez de conocimiento y la disminución punitiva es de una sexta parte de acuerdo con el artículo 367.

Cuando lo cargos se aceptan mediante preacuerdo la ley se refiere a lapsos y su aprobación corresponde al juez de conocimiento.

Si la aceptación mediante acuerdo, se hace desde que se formula la imputación y hasta antes de que el fiscal presente el escrito de acusación, la  rebaja de pena es hasta la mitad, según los artículos  350 y 351.

Si esa aceptación que consta en el acuerdo se realiza presentada la acusación y hasta que sea interrogado el acusado al inicio del juicio oral, la disminución punitiva es de una tercera parte de conformidad con el artículo  352. 

Confusión indicativa de que a la condición de capturado en flagrancia se le quiso dar efectos respecto de los dos mecanismos de finalización prematura del proceso y del comentario se desprende que también se pretendió que tuviera consecuencias en la fase del juicio y no solo en la investigación.

En la Gaceta 850 de 3 de noviembre de 2010 del Senado sobre dichas modificaciones se expuso que era “necesario hacer alusión al problema de la impunidad. En un estudio reciente realizado por el Ministerio del Interior y de Justicia, en colaboración con la Unión Europea se establece que para 2008 en Colombia existe impunidad absoluta y alto riesgo de impunidad en el 43% de los procesos. 

 “En el mismo trabajo, los autores aseguran que la probabilidad de cometer homicidio en Colombia y ser condenado efectivamente es tan solo del 3%. Así mismo, destaca que se observa que los casos de capturas en flagrancia, pese a ser muy inferiores en número, genera una proporción mucho más alta (76%) de las imputaciones totales formuladas ante el juez de garantías y de las sentencias totales emitidas (78%) que los delitos no querellables y no flagrantes, que pese a su superioridad numérica en cuanto a noticias criminales, solo producen el 20%, tanto de imputaciones como de sentencia.

(…) 

“Al artículo 40 relacionado con los preacuerdos posteriores a la presentación de la acusación se le introduce el caso específico de la flagrancia. Lo anterior por cuanto es un propósito del proyecto de evitar desconocer el hecho de la flagrancia. El actual ordenamiento no le da efectos consistentes con el hecho de darse la captura inmediatamente después de la comisión del delito o en el acto.” 

En consecuencia, el texto de los artículos respectivos fue el siguiente:

Artículo 39. Modalidades. El artículo 351 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 351. Modalidades. La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la tercera parte de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación.

Si existiere flagrancia la rebaja solamente podrá ser hasta de una sexta parte de la pena imponible.

También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo. Para efectos de la acusación se procederá en la forma prevista en el inciso anterior.

En el evento que la Fiscalía, por causa de nuevos elementos cognoscitivos, proyecte formular cargos distintos y más gravosos a los consignados en la formulación de la imputación, los preacuerdos deben referirse a esta nueva y posible imputación.

Los preacuerdos celebrados entre Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales.

Aprobados los preacuerdos por el juez, procederá a convocar la audiencia para dictar la sentencia correspondiente.

Las reparaciones efectivas a la víctima que puedan resultar de los preacuerdos entre fiscal e imputado o acusado, pueden aceptarse por la víctima. En caso de rehusarlos, esta podrá acudir a las vías judiciales pertinentes (subrayas fuera de texto).

Artículo 40. Preacuerdos posteriores a la presentación de la acusación. El artículo 352 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 352. Preacuerdos posteriores a la presentación de la acusación. Presentada la acusación y hasta el momento en que sea interrogado el acusado al inicio del juicio oral sobre la aceptación de su responsabilidad, el fiscal y el acusado podrán realizar preacuerdos en los términos previstos en el artículo anterior.

Cuando los preacuerdos se realizaren en este ámbito procesal, la pena imponible se reducirá en una tercera parte o de una sexta parte en caso de flagrancia (subrayas fuera de texto).
Se reitera que la modificación propuesta abarcaba igual cantidad de reducción punitiva sin interesar la etapa del proceso en que se aceptaran los cargos ya fuera en la investigación o en el juicio y por quien fuere capturado en flagrancia o no, para unos la sexta y para otros la tercera parte, lo cual acababa con el supuesto de que a mayor economía procesal mayor disminución punitiva.

En la Gaceta 975 de 26 de noviembre de 2010 del Senado que corresponde a la ponencia para segundo debate en la plenaria se expresó: “la iniciativa original reducía beneficios a la aceptación de cargos y a la flagrancia. En el debate se rechazaron estas propuestas dado que rompe el sentido del actual Sistema Penal Acusatorio”.

Solo en la plenaria de la Cámara se volvió a debatir el tema donde se aprobó disminuir la cantidad de rebaja para quienes se acogieran a la terminación anticipada del proceso y fueran capturados en flagrancia, lo que se llevó a conciliación, según informe inserto en la Gaceta 342 de 31 de mayo 2011, y posteriormente fue aprobado de conformidad con acta publicada en la Gaceta 483 de 6 de julio de 2011, texto que se transcribe a continuación:
Artículo 57. Flagrancia. El artículo 301 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 301. Flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando:

1. La persona es sorprendida y aprehendida durante la comisión del delito. 

2. La persona es sorprendida o individualizada durante la comisión del delito y aprehendida inmediatamente después por persecución o cuando fuere señalado por la víctima u otra persona como autor o cómplice del delito inmediatamente después de su perpetración.

3. La persona es sorprendida y capturada con objetos, instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundadamente que acaba de cometer un delito o de haber participado en él.

4. La persona es sorprendida o individualizada en la comisión de un delito en un sitio abierto al público a través de la grabación de un dispositivo de video y aprehendida inmediatamente después. 

La misma regla operará si la grabación del dispositivo de video se realiza en un lugar privado con consentimiento de la persona o personas que residan en el mismo.

5. La persona se encuentre en un vehículo utilizado momentos antes para huir del lugar de la comisión de un delito, salvo que aparezca fundadamente que el sujeto no tenga conocimiento de la conducta punible.

Parágrafo. La persona que incurra en las causales anteriores sólo tendrá ¼ del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 (subrayas fuera de texto).
Del tránsito legislativo se evidencia que el parágrafo fue algo novedoso que se incluyó a última hora en el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, al parecer, en el entendido de que su ubicación en el precepto de la flagrancia hacía que su efectos se irradiaran a  todo el proceso, pero se cometió el error de tomar como referente de disminución punitiva solo el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, cuando debió comprender las restantes disposiciones que integran los dos mecanismos de terminación anticipada de la actuación, como los artículos 352, 288-3, 356-5 y 367. No siempre lo expresado corresponde a lo deseado y en esto el legislador dijo menos de lo que quería.

De ahí que conforme con el método histórico de interpretación, unido a lo indicado por la Corte Suprema de Justicia de que la condición personal del capturado en flagrancia, naturalmente, lo acompaña a lo largo de todo el proceso, se establece la ratio legis que permite una interpretación extensiva del precepto para determinar su alcance y evitar la burla a lo pretendido por la norma.

Pese a lo anterior, no se comparte que la reducción sea de la cuarta parte de la pena a imponer ni que sea fija en cualquier estado del proceso porque contraría la base de que a mayor economía procesal mayor rebaja, uno de los aspectos en que se edifica la justicia premial, y en el parágrafo con claridad se dice que sólo se obtendrá una cuarta parte del beneficio de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004. O sea, la cuarta parte de hasta la mitad, la cuarta parte de hasta la tercera o de la tercera y la cuarta parte de la sexta parte, según que la aceptación de cargos sea unilateral o mediante acuerdo y en el momento o etapa procesal correspondiente.

Sin embargo, hay otro criterio respecto del parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, como es su inconstitucionalidad.

La satisfacción del derecho a la igualdad se logra (I) con el trato igual frente a la ley o deber del operador jurídico de aplicar por igual la protección general que brinda la norma, (ii) la igualdad de trato o igualdad en la ley o deber del legislador de  procurar una protección igualitaria y toda diferenciación que haga debe atender a fines razonables y constitucionales, y (iii) atendiendo la prohibición constitucional de discriminación cuando el criterio diferenciador para hacer la protección sea sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

Otro aspecto del principio de igualdad consiste en proteger en mayor medida los intereses de ciertas personas, en el sentido de que los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Carta establece (I) el deber especial del Estado de dar trato preferente a grupos discriminados o marginados y (II) el deber de protección especial a grupos determinados.

El citado parágrafo viola el derecho previsto en el artículo 13 de la Carta porque el capturado en flagrancia que acepta los cargos es discriminado en el sentido de que se le impide obtener una disminución de pena igual al que no fue aprehendido en flagrancia debido a que aquél aunque contribuya con la administración de justicia, por ejemplo indicando a otro copartícipe, no puede recibir un descuento de hasta la mitad en la fase investigativa sino la cuarta parte de esa mitad. 
Jurisprudencialmente se ha considerado que la captura en flagrancia, el descubrimiento de otros delitos o partícipes, la indemnización de perjuicios y otras circunstancias postdelictuales o procesales sirven para graduar la cantidad de rebaja a quien ha aceptado los cargos, no obstante con el precepto en mención solo se tiene en cuenta el primer aspecto para establecer una reducción predeterminada por la ley, lo cual priva al procesado de una disminución mayor así hubiere indicado agravantes no demostradas con la flagrancia.

Diferenciación de trato que carece de una justificación objetiva, por lo que dicho parágrafo regula en forma diferente la situación de personas que deben ser tratadas igual (sentencia C-504 de 2004) y, en consecuencia, vulnera el artículo 13 de la Constitución.

De la misma forma, que haya prueba de la responsabilidad del capturado en flagrancia no es factor de peso para que se consagre el pírrico descuento de pena porque hay indagaciones preliminares que duran años de recolección de elementos materiales probatorios y evidencias físicas, con gran desgaste de la Fiscalía, y el procesado se puede allanar a la imputación o aceptar los cargos mediante acuerdo en la investigación y tiene derecho a una rebaja de la tercera parte y un día hasta la mitad. De ahí lo que al primero representa haberse acogido a la terminación anticipada del proceso no resulta “equitativo” y, por lo tanto, el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011 vulnera la vigencia de un orden justo contemplado en el Preámbulo y el artículo 2° de la Constitución.

Lo anterior significa que corresponde al juez hacer uso del artículo 4° de la Carta y dar curso a la excepción de inconstitucionalidad para inaplicar, en el caso concreto, el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011.

En el asunto examinado, FREDY ALEXANDER SALAZAR ALFONSO fue capturado en flagrancia por la Policía luego de haberse apoderado, mediante violencia ejercida contra un menor de edad, de dinero que llevaba en uno de sus bolsillos. De darse aplicación al parágrafo del artículo 301 del Código de Procedimiento Penal, adicionado por el artículo 57 de la Ley 1453 de 2011, le correspondería una rebaja de la cuarta parte del “beneficio” del artículo 352 de la Ley 906 de 2004 por haber aceptado los cargos mediante acuerdo en la fase del juicio.

Sin embargo, no puede olvidarse que la razón por la cual el legislador estableció esa exigua reducción fue la prueba del delito y de la responsabilidad con la flagrancia, criterio discriminador injustificado para quien es capturado en dicha situación respecto del infractor que siendo sorprendido en flagrancia logra eludir la persecución de la ciudadanía y no es aprehendido, pues también está demostrado el ilícito y la autoría, y, no obstante, tiene derecho a la disminución de la tercera parte de la pena por acogerse a la terminación prematura del proceso en la etapa de juzgamiento.

Factor normativo vulnerador del derecho a la igualdad del artículo 13 de la Constitución porque a la misma situación probatoria surgida de la flagrancia se le otorga consecuencias punitivas distintas desde el punto de vista cuantitativo en detrimento de quien fue capturado en flagrancia respecto del que no fue aprehendido.
Si el factor determinante para reducir el monto de la rebaja es la prueba de la autoría, debido a la captura en flagrancia, el legislador le da al aprehendido trato desigual frente a la persona no sorprendida o captura en flagrancia cuya responsabilidad está demostrada antes de la formulación de la imputación, conforme el acopio de elementos materiales probatorios efectuado por la Fiscalía, pues ésta tiene derecho a reducción de hasta la mitad de aceptar los cargos en acuerdo efectuado en la etapa investigativa, mientras que aquél solo la cuarta parte del “beneficio” del artículo 351 del Código de Procedimiento Penal.

Como el parágrafo del artículo 57 de la Ley 1453 de 2011 viola el artículo 13 en mención, resulta indispensable inaplicarlo de acuerdo con el artículo 4° de la Carta que consagra la denominada excepción de inconstitucionalidad y, en consecuencia, FREDY ALEXANDER SALAZAR ALFONSO tiene derecho a una rebaja de la tercera parte de la pena por haber aceptado los cargos formulados por la Fiscalía de hurto calificado, mediante acuerdo celebrado en la fase del juicio, no obstante haber sido capturado en flagrancia, de conformidad con el artículo 352 del Código de Procedimiento Penal.”

Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines

  ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

             Presidente                              Vicepresidente
                   Relatora
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